República de Colombia
      [image: image1.png]



  Corte Suprema de Justicia
   Sala de Casación Civil

CORTE SUPREMA DE JUSTICIA

SALA DE CASACIÓN CIVIL

Magistrado Ponente
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Bogotá D.C., veintiuno (21) de junio de dos mil doce (2012)
Aprobado en Sala de trece (13) de junio de dos mil doce (2012).
Ref. exp.: 1100122030002012-00863-01

Decide la Corte la impugnación interpuesta frente al fallo de 18 de mayo de 2012, proferido por la Sala Civil del Tribunal Superior del Distrito Judicial de Bogotá, por medio del cual negó la tutela de la Corporación Colectivo de Abogados José Alvear Restrepo contra el Ministro de Justicia y del Derecho, Juan Carlos Esguerra Portocarrero.
ANTECEDENTES
I.-  La accionante, obrando por conducto de su representante legal, aduce que el convocado le violó las prerrogativas a la honra, buen nombre, dignidad e igualdad, así como las garantías a la integridad y vida de sus asociados. 
II.- Circunscribe la vulneración a las declaraciones públicas que contra ella realizó el aludido jefe de cartera, sobre los apoderados de las “falsas víctimas de la masacre de Mapiripán”, pues, la acusó a ellas y sus integrantes de haber incurrido en conductas delictivas.
III.- Sustenta su reclamo en los hechos que pasan a compendiarse (folios 34 a 57 del cuaderno 1):

a.-) Que el demandado hizo serias imputaciones ante los medios de comunicación, en el sentido de indicar que las “falsas víctimas de la masacre de Mapiripán” y sus asesores incurrieron en fraude procesal, concierto para delinquir y enriquecimiento ilícito.

b.-) Que tales aseveraciones perjudican a ella como organización y a sus miembros, toda vez que dentro de su labor se encuentra la de representar a los afectados por las trasgresiones cometidas por agentes del Estado, y porque en el referido caso asistió a cuatro individuos, de los cuales tres eran familiares de una señora que reconoció haber mentido.
c.-) Que el 29 de marzo de 2012, solicitó al enjuiciado “restablecer a través de un comunicado público” su buen nombre y credibilidad, además, le pidió retractarse de lo dicho.
d.-) Que el 24 de abril siguiente, la autoridad atacada se negó a rectificar sus palabras, aduciendo que nunca hizo referencia a un individuo o entidad en particular.
e.-) Que el 6 de marzo del año en curso se repartieron panfletos en transmilenio, tergiversando su misión institucional, y ha sido objeto de difamación en las páginas de internet de diversos periódicos.
f.-) Que aunque el ministro no hizo mención en sus declaraciones del Colectivo de Abogados José Alvear Restrepo ni individualizó a los letrados que durante más de quince años han litigado en el respectivo juicio, “lo cierto es que ante los medios y la opinión pública no quedó duda alguna que se refería a [ellos]”.
IV.- Pretende, en consecuencia, que se ordene al funcionario cuestionado retirar sus declaraciones; abstenerse de emitir juicios sobre el tema y reconocer el alcance del artículo 53, del Reglamento de la Corte Interamericana de Derechos Humanos que señala: “… los Estados no podrán enjuiciar a las presuntas víctimas, a los testigos y a los peritos, a sus representantes o asesores legales ni ejercer represalias contra ellos o sus familiares…” (folio 55 ídem).
RESPUESTA DEL DEMANDADO
Manifestó que no ha hecho pronunciamiento alguno contra la querellante o una persona en particular, por lo que no puede decirse que actuó en desmedro de garantías esenciales de un individuo determinado o determinable, y que la tutela es improcedente porque existe otro mecanismo de defensa (folios 79 a 83 ejusdem). 
FALLO DEL TRIBUNAL

Negó la salvaguarda impetrada al estimar que ninguno de los señalamientos denunciados por la gestora contiene un ataque directo en su contra, sino que los mismos son opiniones del accionado frente a quienes “de manera general” hayan participado de forma indebida en el proceso de resarcimiento a los afectados por la tragedia de Mapiripán; finalmente, indicó que los comentarios hechos por los lectores de diarios en internet, no pueden atribuirse a la autoridad querellada (folios 89 a 96).
IMPUGNACIÓN

La formula la promotora reiterando los argumentos esgrimidos en el libelo inicial, e insistiendo en que el enjuiciado atropelló sus garantías, porque de las manifestaciones del alto dignatario se desprende que iban dirigidas a ese colectivo de abogados; además, porque basta que el sujeto afectado sea determinable para otorgar la protección, como en este caso, donde es un hecho notorio que esa organización es la única que participa en el evento de Mapiripán (folios 99 a 121).
CONSIDERACIONES

1.- La controversia se centra en determinar si con las declaraciones públicas, ante los medios de comunicación,  que hizo el funcionario convocado, se vulneraron los derechos fundamentales de la reclamante y las personas que la integran. 
2.- Compete a esta Sala conocer la alzada de la referencia, en atención a que la queja se dirige contra el titular de un organismo nacional del sector central, de conformidad con el artículo 1° del Decreto 1382 de 2000.
3.- La tutela está prevista en el ordenamiento nacional como un mecanismo para proteger de forma inmediata y efectiva las prerrogativas fundamentales de las personas, cuando arbitrariamente fueren desconocidas o seriamente amenazadas, a menos que su titular tenga o haya contado con la posibilidad de hacerlas prevalecer por otros medios legales, siempre y cuando se haya interpuesto oportunamente.
4.- Están probados, con incidencia en el caso bajo estudio, los siguientes eventos:

a.-) Que desde el año 2011, en entrevistas y declaraciones rendidas a los medios de comunicación, el Ministro de Justicia y del Derecho ha señalado que hay personas que se hicieron pasar por víctima de la masacre de Mapiripán sin serlo, por lo que cuestionó su actitud y la de quienes los asesoraron para tal fin, manifestando, entre otras cosas, que “uno no puede abusar de su condición de abogado para convertir el ejercicio de esta profesión en un campo de acción para la codicia de quienes aspiran simplemente enriquecerse a costa del Estado…” (folios 34 a 38 y 79 a 83).
b.-) Que en una entrevista concedida a la cadena radial RCN el 26 de octubre de 2011, el mismo funcionario aseguró que “los asesores son por lo menos cómplices de los delitos y han entrado en una conducta reprochable” (folio 35 del cuaderno 1 y 3 de este).
c.-) Que en ninguna de las pruebas aportadas se menciona el nombre de algún implicado (ídem).
d.-) Que la Corporación Colectivo de Abogados José Alvear Restrepo pidió al accionado que rectificara sus aseveraciones y emitiera un comunicado público reconociendo la legitimidad del trabajo de esa organización y el de todas las ONG ante el Sistema Interamericano de Derechos Humanos (folios 1 a 11 ibídem).
e.-) Que en respuesta de 24 de abril de 2012, el demandado se negó a modificar sus manifestaciones porque consideró no haber “hecho ninguna referencia negativa a la organización… ni a ninguna persona natural de carácter particular [así como] tampoco… acusación alguna contra el Colectivo o sus miembros” (folios 12 a 14 ejusdem).   
5.- Se ratificará el fallo impugnado, que negó el amparo, por las razones que pasan a explicarse:
a.-) El buen nombre es “la reputación o la fama que tiene una persona”, y puede verse lesionada, de acuerdo con la jurisprudencia constitucional, “por las informaciones falsas o erróneas que se difundan sin fundamento y que distorsionan el concepto público que se tiene del individuo” (sentencias C-489 de 2002 y C-442  de 2011 de la Corte Constitucional).

Las personas jurídicas, como quien interpone la presente acción, son igualmente titulares de la referida garantía;  en este sentido, en la sentencia T-462 de 1997, la precitada Corporación expresó: “La persona jurídica no es titular de los derechos inherentes a la persona humana, es cierto, pero sí de derechos fundamentales asimilados, por razonabilidad, a ella. No tiene el derecho a la vida, pero sí al respeto a su existencia jurídica (Crf. art. 14 C.P.). Igualmente, se encuentra que por derivación lógica, por lo menos, es titular de derechos constitucionales fundamentales, los cuales se presentan en ella no de idéntica forma a como se presentan en la persona natural.  A título de ejemplo, en una enumeración no taxativa, se tienen los siguientes El derecho a la libertad, en el sentido de poder obrar sin coacción injustificada con conciencia colectiva de las finalidades. El derecho a la propiedad, ya que es una característica esencial de la persona el ser dueña de sí, y, en dicha autoposesión tiene la capacidad de apropiación de cosas exteriores, en las cuales o por medio de las cuales manifiesta la expresión de su personalidad. Toda persona necesita de la propiedad para ejercer su capacidad esencial de apropiación. El derecho a la igualdad en derecho y a tener condiciones de proporcionalidad en las relaciones con otros sujetos de derecho. Sin la existencia del derecho a la igualdad, se hace imposible la relación de justicia, y como la persona jurídica debe existir en la realización  de un orden social justo, se colige que necesita del derecho a la igualdad. El derecho al buen nombre, porque es un elemento de trascendencia social, propio de todo sujeto de derecho, que busca el reconocimiento y la aceptación social, con el fin de proyectar nos sólo su imagen, sino su mismo ser en la convivencia social”. 

Ahora bien, la violación de la prerrogativa al buen nombre, como de antaño ha pregonado la jurisprudencia, “está referida por esencia a alguien en concreto, identificado, individualizado, sobre quien recae el concepto público que resultaría lesionado si se hicieran imputaciones en cuya virtud se deteriorara la bondad del mismo, la imagen positiva o el criterio favorable generalizado acerca de la persona…” (T-440 de 1993); entendimiento que se ratificó en pronunciamiento ulterior, en el que se indicó: “la configuración de cualquiera de las hipótesis de vulneración del derecho al buen nombre, y la honra requiere que exista una mínima identificación de los individuos contra quienes se dirigen las afirmaciones que se debaten, pues, de lo contrario, no podría verificarse si los conceptos y valoraciones que la sociedad se ha formado sobre ellos fueron distorsionados injustificadamente” (T- 1191 de 2004). 
b.-) En el asunto examinado, si bien la accionante es titular del derecho fundamental al buen nombre, y por su función, sus integrantes son pasibles de protección constitucional reforzada (T-1191 de 2004), la Corte advierte que no existen suficientes elementos para concluir, de forma incontrovertible, que el funcionario encartado emitió declaraciones difamatorias o que atenten contra la reputación que ostenta la accionante como gestora de los derechos humanos. En efecto, como la propia actora lo reconoce en su escrito introductor, ninguna de las palabras emitidas en público por el ministro versaron sobre algún ente o individuo en particular. 

Los extractos de radio y prensa que la interesada relaciona, y sobre cuyo tenor literal no hay discusión, señalan, en los apartes pertinentes, lo siguientes:
1°) Colprensa, Bogotá, 29 de febrero de 2012: “El jefe de la Cartera de Justicia afirmó que en este caso [masacre de Mapiripán] debe haber pronta justicia sobre quienes al parecer asesoraron a un grupo de personas para que se hicieran pasar por víctimas. Uno no puede abusar de su condición de abogado para convertir el ejercicio de esta profesión en un campo de acción para la codicia de quienes aspiran simplemente a enriquecerse a costa del Estado, tanto las presuntas víctimas como los abogados, quienes además cobran dinero por eso”.

2°) Www.eluniversal.com: “En todo caso lo fundamental es que la Corte Interamericana de Derechos Humanos (CIDH) revise su determinación y que en tanto encuentre que en efecto el número de víctimas no es el que se dijo, pues adopte las determinaciones que correspondan y se siente un precedente muy claro que sirva para que esto por lo menos no se repita en el futuro, que siga abusándose de los sistemas de administración de justicia para conseguir unos recursos a los que no se tiene derecho”.
3°) Www.rcnradio.com: “Los asesores son por lo menos cómplices de los delitos y han entrado en una conducta reprochable”.

4°) Www.elheraldo.com: “Es ciertamente un engaño doloroso – con esos sinvergüenzas debe pasar que respondan ante la justicia por los delitos que han cometido, ahí es perfectamente claro que se han cometido delitos y delitos graves, delito grave de fraude procesal, un delito grave de enriquecimiento ilícito de particulares y un delito grave de concierto para delinquir”.

5°) Www.elliberal.com: “Minjusticia calificó de engaño preocupante la suplantación de víctimas en caso de Mapiripán…De igual forma Esguerra sostuvo que va a pedir la aclaración para establecer quienes asesoraron a estas personas y las motivaron para pedir la indemnización. ‘En caso de que se haya tratado de abogados, es más grave aún. No hay derecho a que exista una minoría de abogados dedicados a este tipo de actividades’, enfatizó el titular de la Cartera”.
6°) Www.latarde.com: “Minjusticia se mostró preocupado por ‘muertos falsos’ de Mapiripán”.

7°) Www.rcnradio.com: “Ante la Corte Internacional de Derechos Humanos, en Costa Rica, será presentada la voz de preocupación del gobierno colombiano, con relación al caso de las víctimas de Mapiripán. Durante la audicencia en la que se hará presente la canciller, María Ángela Holguín, y el ministro de Justicia, Juan Carlos Esguerra, se destacará, según el ministro, ‘que mientras el país está haciendo un esfuerzo por defender a las víctimas, hay gente que de manera aterradora, le da rienda suelta a su codicia”. Lo anterior se ve reflejado, según Juan Carlos Esguerra, “cuando las personas se hacen pasar como víctimas, asesoradas por abogados, que logran sacar adelante esa lamentable causa”.
Así las cosas, a pesar de la percepción de la aquí demandante, el tenor literal de la información suministrada por los medios de comunicación no deja ver alusión alguna del Colectivo de Abogados José Alvear Restrepo, o de alguno de sus profesionales en derecho, quedando claro que las expresiones  del funcionario público se encamina a que se investiguen la posibles conductas punibles de los abogados, no todos de acuerdo como se especifica, que asesoraron a quienes se hicieron pasar como víctimas de la tristemente recordada “masacre de Mapiripán”. Y es que como lo expresó la Sala en otro caso, “la percepción de lesión de los derechos fundamentales que el quejoso expresa, está contaminada por su posición personal de agraviado y no necesariamente debe coincidir con el entendimiento o la percepción que se hace el medio social, que recibe la comunicación involuntariamente y desde la indiferencia, y no desde el interés personal (sentencia de 13 de julio de 2011, exp. 00232-01).

c.-) No es intrascendente, tampoco, para definir este asunto, el hecho de que el propio autor de las declaraciones hubiera aclarado, por escrito y en respuesta a un derecho de petición del Colectivo, que “no he hecho ninguna referencia negativa a la organización a la que usted pertenece, ni tampoco a ninguna persona natural de carácter particular”, a lo que agregó que “tampoco he elevado jamás, ni en público ni en privado, acusación alguna contra el colectivo o sus miembros por los delitos de fraude procesal, enriquecimiento ilícito y concierto para delinquir”. 
Es decir, que si por la vía de la respuesta se esclarece que las declaraciones no se relacionan con el Colectivo de Abogados José Alvear Restrepo, el eventual otorgamiento del amparo no tendría ningún sentido, pues, sería tanto como ordenarle al funcionario reiterar lo que ya aclaró en la contestación al derecho de petición en comento.

d.-) Los comentarios en los foros públicos de las páginas de los periódicos en internet, no pueden de ninguna manera endilgársele al ministro acusado, pues, es sabido, que en dichos escenarios la participación está precedida de un seudónimo que mantiene la reserva de la identidad. 
e.-) Si la peticionaria considera que el ministro incurrió en una conducta sancionable por la ley penal, puede acudir a las autoridades respectivas para que se hagan las investigaciones a que haya lugar, toda vez que, como ya se ha dicho, el juez constitucional no puede usurpar competencias que no le corresponden. Sobre el punto la Corte ha expresado que “el tutelante queda en plena libertad de formular las denuncias que estime procedentes, en armonía con lo sostenido por la Corte cuando ha dicho que si ‘el gestor del amparo considera que las entidades accionadas incurrieron en alguna actuación que deba ser investigada penalmente (o de otra índole) deberá realizar dicha denuncia de forma personal ante las autoridades competentes’” (Sentencia de 9 de junio de 2010 exp. 00152-01, ratificada el 15 de marzo de 2011, exp. 00031-01). Naturalmente que de hacerlo asumirá las secuelas y responsabilidades que de dicho comportamiento se le puedan derivar, en el caso de obrar con temeridad.
f.-) Finalmente, ante la alegada amenaza a la vida y seguridad personal de quienes conformar el colectivo demandante, los interesados están en la potestad de acudir ante las autoridades competentes en búsqueda inmediata de protección, asunto que por lo demás no pasó por alto el ministro encartado, pues, en la contestación del pluricitado derecho de petición indicó: “en relación con los supuestos ataques a los que se ha visto expuesto el colectivo y a la ‘existencia de una estrategia de persecución en su contra mediante operaciones de desprestigio, tales como seguimientos, hostigamientos, amenazas, interceptación de comunicaciones y falsas acusaciones’, me permito informales que desconocía los graves hechos que ustedes alegan y que, enterado de los mismos, con mucho gusto daré traslado de su solicitud a la Fiscalía General de la Nación, a la Policía Nacional y a la Unidad Nacional de Protección con el fin de que adelantes las actuaciones pertinentes en el marco de sus respectivas competencias para proteger su vida e integridad de los miembros del colectivo”.
Y, en todo caso, dada la seriedad de dichas denuncias, para una mayor garantía de los derechos de los miembros del Colectivo, se remitirá copia de este fallo a la Fiscalía General de la Nación, a la Policía Nacional y a la Unidad Nacional de Protección, quienes en ejercicio de sus competencias desplegarán las actuaciones que estimen necesarias para conjurar cualquier amenaza o riesgo de los citados miembros de la persona jurídica accionante.

6.- Así las cosas, se ratificará la providencia recurrida.

DECISIÓN

En mérito de lo expuesto, la Corte Suprema de Justicia en Sala de Casación Civil, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la ley, CONFIRMA la sentencia impugnada.

Comuníquese telegráficamente lo aquí resuelto a las partes y oportunamente remítase el expediente a la Corte Constitucional para su eventual revisión.
Remítase copia de este fallo a la Fiscalía General de la Nación, a la Policía Nacional y a la Unidad Nacional de Protección, para los efectos especificados en la parte considerativa.

Notifíquese
FERNANDO GIRALDO GUTIÉRREZ

MARGARITA CABELLO BLANCO

RUTH MARINA DÍAZ RUEDA

ARIEL SALAZAR RAMÍREZ

ARTURO SOLARTE RODRÍGUEZ

JESÚS VALL DE RUTÉN RUIZ

Este documento fue creado a partir del original obtenido en la Corte Suprema de Justicia. 
PAGE  
3
FGG. Exp. 1100122030002012-00863-01

[image: image1.png][image: image2.png]


